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Disposición final segunda.

La cuantía de las sanciones de naturaleza económica
previstas en el presente Título, y de los límites estable-
cidos en el artículo anterior, se actualizarán, conforme
al Indice de Precios al Consumo, mediante Decreto del
Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería com-
petente en materia de servicios sociales.

Disposición final tercera.

La presente Ley entrará en vigor al mes de su com-
pleta publicación en el «Boletín Oficial de la Región de
Murcia».

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que
sea de aplicación esta Ley, que la cumplan y a los Tri-
bunales y Autoridades que correspondan que la hagan
cumplir.

Murcia, 10 de abril de 2003.

RAMÓN LUÍS VALCÁRCEL SISO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia» núm. 99, de 2
de mayo de 2003)

2431 LEY 4/2003, de 10 de abril, de Regulación
de los tipos aplicables en el Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados a las viviendas acogidas al
Plan de Vivienda Joven de la Región de
Murcia.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN
DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de
Murcia, que la Asamblea Regional ha aprobado la Ley
4/2003, de 10 de abril, de Regulación de los tipos apli-
cables en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales
y Actos Jurídicos Documentados a las viviendas acogidas
al Plan de Vivienda Joven de la Región de Murcia.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30.Dos, del
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo
y ordeno la publicación de la siguiente Ley:

PREÁMBULO

Constituye una preocupación de las administraciones
públicas contener el aumento del precio de la vivienda
que se está produciendo en los últimos años y que difi-
culta el acceso a la vivienda como bien de primera
necesidad.

Esta situación se ha producido por un fuerte incre-
mento de la demanda de viviendas con consecuencia
de la interacción de diversos factores: el incremento de
la población inmigrante, la fuerte caída de los tipos de
interés, el incremento de los plazos de amortización de
los créditos, el aumento de la renta y del nivel de empleo,
el efecto euro y la creciente desconfianza hacia las inver-
siones bursátiles.

Por el lado de la oferta, no se ha generado el suficiente
suelo urbanizado para la construcción de viviendas en
algunos municipios que permitiera acoplar la oferta a
la demanda.

Ante ello, las administraciones públicas estatal y
regional, en el Plan de Vivienda y Suelo 2002-2005,
han potenciado las ayudas dirigidas a aquellos colectivos
con mayores necesidades de vivienda, entre los que des-
tacan los jóvenes. Para conseguir este fin, y teniendo

como objetivo prioritario de actuación el colectivo de
jóvenes de 35 o menores, se firmó el Acuerdo Plan de
Vivienda Joven entre la Comunidad Autónoma y todos
los agentes que intervienen de una u otra forma en el
sector de la vivienda protegida. En ella, la Comunidad
Autónoma de la Región de Murcia se comprometía a
reducir los impuestos sobre los que tiene capacidad nor-
mativa que graven la adquisición de estas viviendas.

La Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que
se regulan las medidas fiscales y administrativas del nue-
vo sistema de financiación de las comunidades autó-
nomas de régimen común y ciudades con Estatuto de
Autonomía, atribuye, en su artículo 41, competencia a
las comunidades autónomas para regular, dentro del
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados, y por esta última modalidad,
para regular el tipo de gravamen de los documentos
notariales. En base a esta habilitación normativa, se redu-
ce el tipo de gravamen aplicable a los documentos nota-
riales que documenten la primera transmisión de vivien-
das acogidas a este Plan, y los que documenten prés-
tamos hipotecarios destinados a su adquisición. En
ambos casos, siempre que el adquirente pertenezca al
colectivo de especial atención en este Plan, esto es, jóve-
nes de 35 años o menores. Adicionalmente, se exceptúa
de gravamen la tasa por expedición de certificados nece-
sarios para la acreditación del acogimiento a este plan.

Artículo 1.

Los documentos notariales a que se refiere el artícu-
lo 31.2 del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de
septiembre, texto refundido de la Ley del Impuesto de
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen-
tados, en el caso de primeras copias de escrituras públi-
cas otorgadas para formalizar la primera transmisión de
viviendas acogidas al Plan de Vivienda Joven de la
Región de Murcia para adquirentes de 35 años o meno-
res, en cuanto al gravamen sobre actos jurídicos docu-
mentados, tributarán al tipo del 0,125 por ciento.

Artículo 2.

Los documentos notariales a que se refiere el artícu-
lo 31.2 del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de
septiembre, texto refundido de la Ley del Impuesto de
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen-
tados, en el caso de primeras copias de escrituras públi-
cas que documenten préstamos hipotecarios, tanto de
nueva constitución como subrogaciones, destinados a
la financiación de la adquisición de viviendas acogidas
al Plan de Vivienda Joven de la Región de Murcia, para
adquirentes de 35 años o menores, en cuanto al gra-
vamen sobre actos jurídicos documentados, tributarán
al tipo del 0,125 por ciento. Este tipo de gravamen sólo
será aplicable a la cantidad garantizada por el derecho
real de hipoteca que, en ningún caso, puede superar
el precio tasado o precio fijado por la Administración
para las viviendas de protección pública o los precios
señalados en el artículo 3, apartado 4, de la presente
Ley para las viviendas libres.

Artículo 3.

En el caso de viviendas libres, para la aplicación de
este tipo de gravamen deberán concurrir los siguientes
requisitos:

La vivienda deberá ser de nueva construcción y cons-
tituirá la vivienda habitual del adquirente. A estos efectos,
se estará al concepto de vivienda habitual regulado en
el artículo 55 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre,
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del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

La vivienda quedará sujeta a las mismas condiciones
que se establecen, en cuanto a su transmisión, para la
vivienda de protección pública en su normativa propia.

Los beneficiarios no podrán superar los requisitos
máximos de renta que se establecen en el Real Decreto
1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación
de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo
del Plan 2002-2005.

La vivienda libre de nueva construcción no podrá
superar el 140 % del precio máximo de venta existente
para la vivienda de protección oficial establecido en el
Real Decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre medidas
de financiación de actuaciones protegidas en materia
de vivienda y suelo del Plan 2002-2005.

La vivienda no podrá superar los 90 m2 útiles o los
120 m2 útiles en el caso de familia numerosa.

Que no existan viviendas de protección pública en
las entidades de población señaladas en el Real Decreto
1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación
de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo
del Plan 2002-2005.

Artículo 4.

Será requisito indispensable para la aplicación del
tipo de gravamen reducido regulado en los artículos ante-
riores que el Instituto de la Vivienda y Suelo certifique
que las viviendas objeto de adquisición están acogidas
al Plan de Vivienda Joven de la Región de Murcia. Dicho
certificado deberá ser aportado en el momento de pre-
sentar las declaraciones tributarias por estos conceptos.

El Instituto de la Vivienda y Suelo remitirá trimes-
tralmente a la Dirección General de Tributos relación
de los certificados emitidos para dar cumplimiento a la
obligación formal regulada en el párrafo anterior.

Disposición adicional.

La emisión de los certificados a que hace referencia
el artículo 4 de la presente Ley estará exenta del pago
de la Tasa 010, General de la Administración, regulada
en el anexo II de la Ley 7/1997, de 29 de octubre,
de Tasas, Precios Públicos y Contribuciones Especiales
de la Región de Murcia.

Disposición final primera.

Se autoriza al consejero de Economía y Hacienda para
aprobar los modelos de certificado y, en su caso, de
declaración informativa que sean precisas para la apli-
cación de la presente Ley.

Disposición adicional segunda.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente a
su publicación en el «Boletín Oficial de la Región de
Murcia».

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que
sea de aplicación esta Ley, que la cumplan y a los Tri-
bunales y Autoridades que corresponda que la hagan
cumplir.

Murcia, 10 de abril de 2003.

RAMÓN LUIS VALCÁRCEL SISO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia» número 99,
de 2 de mayo de 2003.)

2432 LEY 5/2003, de 10 de abril, de modificación
de la Ley 3/1998, de 1 de julio, de Cajas
de Ahorros de la Región de Murcia.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN
DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de
Murcia, que la Asamblea Regional ha aprobado la
Ley 5/2003, de 10 de abril, de Modificación de la Ley
3/1998, de 1 de julio, de Cajas de Ahorros de la Región
de Murcia.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30.Dos, del
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo
y ordeno la publicación de la siguiente Ley:

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia,
en su artículo 10.32, según redacción dada por Ley Orgá-
nica 1/1998, de 15 de junio, atribuye a la Comunidad
Autónoma de la Región de Murcia la competencia exclu-
siva en materia de instituciones de crédito cooperativo,
público y territorial y cajas de ahorro, en el marco de
la ordenación de la economía y de acuerdo con las dis-
posiciones que en uso de sus facultades dicte el Estado.

En el ejercicio de esta competencia fue aprobada la
Ley 3/1998, de 1 de julio, de Cajas de Ahorros de la
Región de Murcia, reguladora del régimen jurídico de
las cajas de ahorros con domicilio social en la Comunidad
Autónoma de la Región de Murcia y cuyo ámbito de
aplicación se extiende a las cajas no domiciliadas en
ella respecto de las actividades realizadas en dicho terri-
torio. Así, se abordan diversos aspectos como son los
relativos a sus órganos de gobierno (principios de actua-
ción, composición, forma de elección, causas de ine-
legibilidad e incompatibilidad, periodo de mandato, fun-
cionamiento...), régimen económico (protección de los
intereses de los clientes, deber de información, publi-
cidad...), distribución de excedentes y obra benéfico-so-
cial, disciplina y control (régimen de infracciones y san-
ciones...), entre otros.

Pero tal y como quedó dicho al principio, la com-
petencia exclusiva otorgada a la Comunidad Autónoma
en materia de cajas de ahorros debe desarrollarse de
acuerdo con las disposiciones que en uso de sus facul-
tades dicte el Estado, entre las que se encuentran la
Ley 31/1985, de 2 de agosto, de Regulación de las
Normas Básicas sobre Órganos Rectores de las Cajas
de Ahorros (LORCA), la Ley 13/1985, de 25 de mayo,
de Coeficientes de Inversión, Recursos Propios y Obli-
gaciones de Información de los Intermediarios Financie-
ros, y la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina
e Intervención de las Entidades de Crédito, las cuales
han sido objeto de modificación parcial por la Ley
44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma
del Sistema Financiero, de carácter básico al amparo
de lo previsto en el artículo 149.1.11.a y 13.a de la Cons-
titución y cuya disposición transitoria duodécima esta-
blece un plazo de seis meses para que las comunidades
autónomas adapten su legislación sobre cajas de ahorros
a lo dispuesto en la citada norma.

Entre las modificaciones introducidas por la citada
Ley de Medidas de Reforma (artículo 8) en el régimen
jurídico de las cajas de ahorros, merecen destacarse por
su especial relevancia las relacionadas con sus órganos
de gobierno. En primer lugar, se suprimen los porcentajes
fijos de representación de los distintos grupos o sectores
en los órganos de gobierno de las cajas establecidos
en la LORCA, sustituyéndolos por intervalos, en unos
casos, para los grupos de los impositores y de los emplea-
dos, siguiendo de esta forma la doctrina del Tribunal


